[image: image1.jpg]Comisién
Interamericana de
Derechos Humanos




PAGE  
3

INFORME No. 99/13
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 10.673
PERÚ

4 de noviembre de 2013
PRESUNTA VÍCTIMA:
Francisco de Asís Surco Hancco, Melchor Gaspar Mamani Pachanga, Dionisio Cantana Hancco, Mario Quispe Huallpartupa, Florencio Gutiérrez Gutiérrez, Pedro Ccenta Velázquez
PETICIONARIOS:
Centro de Estudios y Acción para la Paz (CEAPAZ)
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 4, 5 y 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE: 

9 de octubre de 1990
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS
1. El peticionario manifestó que con motivo de la lucha contra las actividades del grupo “Sendero Luminoso”, la División de Operaciones Especiales (DOES) de la Policía Nacional realizó operativos en los distritos de Orurillo y Nuñoa. Alegó que el 25 de septiembre de 1990, los cuerpos policíacos detuvieron a Francisco de Asís Surco Hancco, Melchor Gaspar Mamani Pachanga, Dionicio Cantana Hancco, Mario Quispe Huallpartupa, Florencio Gutiérrez Gutiérrez y Pedro Ccenta Velázquez, quienes eran ajenos a tal movimiento. Expuso que el 26 de septiembre del mismo año, oficiales de la DOES se presentaron en una escuela primaria de Orurillo, en donde colgaron a los niños con sogas y los golpearon con el fin de obtener nombres de integrantes de “Sendero Luminoso”. Además, manifestó que el 27 de septiembre se produjo un enfrentamiento en la Cooperativa Agraria de Trabajadores (CAT) de Huaychao, provincia de Melgar, con motivo del cual fallecieron Hugo Cornejo y Roger López, tres oficiales de la DOES y cuatro campesinos. Por último, informó que el 28 de septiembre, miembros de la DOES volvieron a la comunidad de Huaychao, revisaron todas las viviendas de los habitantes, robaron bienes de su propiedad, dinamitaron varias instalaciones e incendiaron las viviendas de dos ancianas.
2. Mediante comunicación recibida el 19 de octubre de 1990, el peticionario informó que los ciudadanos detenidos por la DOES el 25 de septiembre de 1990, fueron liberados el 9 de octubre de 1990. Por tanto, alegó que a pesar de que las desapariciones fueron temporales, el Estado violó el derecho a la vida de los detenidos (artículo 4 de la Convención Americana) y el derecho a la integridad personal (artículo 5), puesto que éstos fueron sometidos a un trato inhumano y degradante. En adición, manifestó que se violó el derecho a la propiedad de los habitantes de Huaychao, debido a la sustracción de bienes y la destrucción de diversas instalaciones y viviendas por parte de oficiales de la DOES.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

3. En respuesta recibida el 27 de diciembre de 1991, el Estado indicó que Francisco de Asís Surco Hancco, Melchor Gaspar Mamani Pachanga, Dionicio Cantana Hancco, Mario Quispe Huallpartupa, Florencio Gutiérrez Gutiérrez y Pedro Ccenta Velázquez, no habían sido intervenidos ni detenidos por efectivos de la Policía Nacional. Para tal efecto, el Estado remitió constancias en las que diversas autoridades policiales y ministeriales informaron que tales personas no fueron detenidas por la Policía Nacional y que no había denuncia alguna en su contra.
4. En cuanto a las supuestas ejecuciones extrajudiciales de Hugo Cornejo y Roger López, el Estado manifestó que, de acuerdo a la investigación efectuada por las autoridades competentes, no hubo responsabilidad penal atribuible a los agentes policiales de la DOES y que la muerte de dichas personas había sido causa de los ataques terroristas en la zona.
III. TRÁMITE ANTE LA CIDH

5. El 4 de octubre de 1990 se recibió la petición 10.673, la cual fue trasladada al Estado el 9 de octubre de 1990 con el plazo de noventa días para que presentase su respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. El 16, 18 y 19 de octubre de 1990 la Comisión recibió información adicional aportada por el peticionario, la cual fue transmitida al Estado el 16 y 29 de octubre de 1991, respectivamente. El Estado presentó su informe en 27 de diciembre de 1991, se transmitió al peticionario el 22 de enero de 1992, quien remitió observaciones el 11 de noviembre de 1992. Tales observaciones se enviaron al Estado el 30 de noviembre de 1992 y se le requirió información nueva sobre el asunto, lo que fue reiterado en 12 de diciembre de 1993. El Estado presentó información adicional el 20 de octubre de 1994, la cual fue enviada al peticionario el 1 de noviembre de 1994.
6. El 19 de diciembre de 1996 la Comisión reiteró al peticionario el requerimiento de información adicional y apercibió que, de no presentarse en 30 días, se podría archivar el caso. El peticionario cumplió tal requerimiento el 14 de marzo de 1997. El 4 de mayo de 2000, la Comisión requirió a las partes informar sobre el estado procesal de los recursos presentados en la jurisdicción interna. El 21 de junio de 2000, el Estado solicitó una ampliación del plazo para responder a lo anterior, el cual fue otorgado por la CIDH el 24 de julio de 2000. El 24 de agosto de 2000 el Estado presentó información actualizada y se trasladó al peticionario el 21 de septiembre de 2000. El 10 de abril de 2002, la CIDH informó al peticionario sobre la posibilidad de archivar el presente expediente en caso de no presentar información actualizada en un plazo de 30 días. El peticionario remitió tal información el 13 de mayo de 2002. 

7. El 5 de abril de 2004, la CIDH solicitó información actualizada al peticionario. El 2 de junio de 2005 la Comisión informó a las partes que, con base en el artículo 37.3 del Reglamento de la CIDH entonces vigente, el tratamiento sobre la admisibilidad del asunto se había diferido hasta la decisión sobre el fondo y les solicitó sus observaciones adicionales en un plazo de dos meses. El peticionario no atendió ninguno de los requerimientos anteriores.
8. El 29 de abril de 2011 la CIDH remitió una comunicación a las partes en la que se puso a disposición para llegar a un acuerdo de solución amistosa, solicitó que enviaran sus observaciones adicionales en un plazo de 30 días e informó al peticionario que, de no recibirse tal información, el caso podría ser archivado. El Estado remitió informe el 18 de mayo de 2011 en el que solicitó declarar el archivo de la presente petición debido a la falta de actividad procesal por parte del peticionario, el cual le fue transmitido el 27 de junio de 2011 para que presentara sus observaciones en el plazo de un mes. Se le apercibió que de no hacerlo, la CIDH podría considerar el archivo del expediente. El 3 de agosto de 2012, la CIDH reiteró dichas solicitudes al peticionario y le comunicó que, de no enviarse información en el plazo de un mes, se podría archivar el expediente.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

9. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana como el artículo 42.1 del Reglamento de la Comisión Interamericana establecen que en cualquier etapa del procedimiento, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y, en cualesquiera de los casos, ordenará el archivo del expediente.

10. En el presente caso, los peticionarios presentaron la última comunicación ante la CIDH el 13 de mayo de 2002 y, a la fecha, no han respondido a la solicitud de información de 3 de agosto de 2012. Así, toda vez que han transcurrido más de 11 años desde tal comunicación de los peticionarios, y dado que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la denuncia, la CIDH decide archivarla, de conformidad con los artículos 48.1.b) de la Convención y 42.1 de su Reglamento.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 4 días del mes de noviembre de 2013. (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Rose-Marie Belle Antoine, Dinah Shelton, Felipe González, y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión. 
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